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Procuraduría solicitó declarar exequible norma que otorgó facultades al presidente de la República para crear institución universitaria adscrita a la Fiscalía General de la Nación 
 
       El Ministerio Público rindió concepto ante la Corte Constitucional en relación con demanda contra un aparte de la Ley 1654 de 2013.
 
Bogotá, 17 de octubre de 2013. En concepto presentado ante la Corte Constitucional, la Procuraduría General de la Nación solicitó que se declare exequible la norma que le otorgó facultades al presidente de la República para crear una institución universitaria -como establecimiento público de orden nacional-, que prestará el servicio de educación superior para la formación y el conocimiento científico de la investigación penal y criminalística que requiere la Fiscalía General de la Nación.
 El alto tribunal estudia la demanda formulada por un ciudadano contra un aparte del artículo de la Ley 1654 de 2013, por medio de la cual se otorgan facultades extraordinarias al primer mandatario para modificar, entre otras, la estructura y la planta de personal de la Fiscalía y para la expedición de su régimen de carrera y la resolución de las situaciones administrativas. 
 En su concepto, el Ministerio Público argumentó que la norma demandada no viola el principio de autonomía universitaria previsto en la Carta Política, teniendo en cuenta que esta garantía (en virtud de la cual las universidades pueden cumplir la misión y objetivos que le son propios y contribuir al avance y apropiación del conocimiento) se encuentra prevista en forma diferenciada, dependiendo del objeto y los fines del organismo que preste el servicio de educación. En este sentido, el artículo 16 de la Ley 30 de 1992 distingue, entre otras, entre instituciones universitarias o escuelas tecnológicas y universidades propiamente dichas. 
 La Procuraduría señaló asimismo que el propósito de crear una institución universitaria para la capacitación de funcionarios en materias relacionadas con la investigación penal, coincide con propósitos valorados por la Constitución, en cuanto busca perfeccionar la profesionalización de los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación en materias afines a la investigación criminal, todo lo cual redunda en una mejor ejecución de las labores asignadas a dicho ente por la propia Carta Política, en cumplir a cabalidad con los fines de la administración de justicia, en el establecimiento de condiciones materiales favorables para acceder a ésta, y en mejorar las condiciones de aplicabilidad del debido proceso. 
 De otra parte, el Ministerio Público indicó que la creación de una institución universitaria para capacitar en las labores propias de la Fiscalía sin vínculo alguno con las políticas de la entidad resultaría inconveniente, razón por la cual la categoría de establecimiento público junto con algunas notas de autonomía reguladas por la Ley 30 de 1992, son proporcionadas y razonables. 
